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 I. Introducción 

1. La República de Guinea-Bissau está situada en la costa occidental de África. En total, 

el 22 % de su territorio está formado por 88 islas e islotes. Guinea-Bissau tiene una superficie 

total de 36.125 km2, con una población que en 2023 se estimaba en 1.774.143 personas, de 

las cuales 83.617 eran hombres y 935.526 eran mujeres. 

2. Este informe presenta una visión general de los principales progresos realizados y 

desafíos encontrados por Guinea-Bissau en los últimos cinco años en el marco de su labor 

para promover, proteger y hacer efectivos los derechos humanos. El informe se basa en las 

respuestas del Estado a las recomendaciones recibidas en el tercer ciclo del examen periódico 

universal (EPU). 

 II. Metodología 

3. Para la preparación del presente informe se creó un comité especial con un mandato 

de tres meses, integrado por seis miembros en representación del Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos, el Ministerio de la Mujer, la Familia y la Solidaridad Social, el 

Ministerio de Asuntos Exteriores, Cooperación Internacional y Comunidades y el Instituto 

Nacional de Estadística. 

4. Con el apoyo de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos, se han organizado reuniones técnicas a fin de armonizar la información 

recopilada por cada miembro del comité especial. 

5. El 6 de diciembre de 2024, el Estado organizó una consulta con representantes de la 

sociedad civil, en la que estos tuvieron la oportunidad de formular observaciones sobre el 

contenido del informe. 

6. Posteriormente, el 7 de enero de 2025, el Estado convocó a los departamentos 

ministeriales a un taller de consulta y validación. 

7. Tras la validación del informe, los días 14 y 15 de enero se organizó un retiro con un 

pequeño equipo técnico a fin de ultimar el documento, que posteriormente se tradujo al 

francés y se presentó al Consejo de Derechos Humanos. 

 III. El Estado de Guinea-Bissau y las recomendaciones  
recibidas en el marco del tercer ciclo 

 A. Marco constitucional y legislativo 

8. En relación con las recomendaciones 119.21 a 119.26, conviene señalar que el Estado 

de Guinea-Bissau, pese a las dificultades para dar plena aplicación a dichas recomendaciones, 

ha emprendido una serie de medidas e iniciativas, a saber: la reactivación de la Comisión 

Especial para la Modificación de la Constitución por parte de la Asamblea Nacional Popular 

tras las últimas elecciones legislativas y la aprobación por el Consejo de Ministros de 

proyectos de ley relativos a los instrumentos estructurales del sistema de justicia, así como la 

programación de los debates para que la Asamblea Nacional Popular los examine y apruebe. 

9. El Parlamento, como órgano responsable de formular leyes, inició un nuevo ciclo de 

modificación constitucional, que posteriormente fue interrumpido para ser reactivado de 

nuevo durante la 11ª legislatura mediante la resolución 6/ANP/2023 del 9 de agosto. Se ha 

ampliado la Comisión Especial a fin de incluir a la sociedad civil y aumentar el número de 

mujeres que la componen. 

10. Se han creado diversos marcos jurídicos y legislativos, como el Código del Trabajo 

(Ley núm. 07/2022 de 19 de julio) y el Código de Protección Integral de la Infancia 

(pendiente de la aprobación de la Asamblea Nacional Popular), a fin de estructurar la 

protección de los derechos humanos. Se han introducido modificaciones en el Código Civil, 
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el Código de Procedimiento Civil, el Código Penal y el Código de Procedimiento Penal, que 

también están pendientes de ser aprobadas por la Asamblea Nacional Popular. 

11. En 2023, por medio de la resolución 4/ANP/2023, de 8 de agosto, también se creó una 

comisión especial para la modificación de una serie de instrumentos legislativos de la 

Asamblea Nacional Popular. 

12. Mediante la resolución 5/ANP/2023, de 9 de agosto, se reactivó la Comisión para la 

Organización de la Conferencia Nacional (Vías para la Paz y el Desarrollo). 

 B. Ratificación de los instrumentos internacionales y adhesión a ellos 

13. Se han adoptado los siguientes instrumentos internacionales sobre derechos humanos: 

 a) Convención de Aarhus (2023); 

 b) Alianza por el Biodigestor en África Occidental y Central (2024). 

 C. Reforma jurídica e institucional 

14. Por lo que respecta a la recomendación 119.32, el Estado de Guinea-Bissau, con el 

apoyo financiero proporcionado por el sistema de las Naciones Unidas a través del Fondo 

para la Consolidación de la Paz, ha logrado llevar a efecto esta recomendación y ha elaborado 

la Estrategia Nacional de Derechos Humanos y Ciudadanía y su plan de acción para el 

período 2022-2026. 

15. Por lo que se refiere a la recomendación 119.14, Guinea-Bissau ha establecido varias 

comisiones especiales encargadas de preparar los informes sobre la aplicación de los tratados 

relativos a los derechos humanos. Estas comisiones especiales han elaborado informes sobre 

la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que se presentaron a los correspondientes 

comités en octubre de 2024. Actualmente, bajo la dirección del Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos, se está trabajando en los informes relativos a la Convención 

Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial y la 

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. 

16. Guinea-Bissau también presentó en mayo de 2024 sus informes quinto y sexto sobre 

la aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño. Los informes fueron preparados 

por un comité especial integrado por representantes de todos los sectores de la sociedad, y 

posteriormente fueron presentados a las organizaciones de la sociedad civil y validados por 

el Gobierno. Además, en diciembre de 2024 se presentó el informe relativo a la aplicación 

de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Un comité especial 

establecido para tal fin está ultimando el informe relativo a la aplicación de la Convención 

sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, bajo la 

dirección del Ministerio de la Familia, la Mujer y la Solidaridad Social. 

17. La labor de Guinea-Bissau en lo referente a la presentación de informes ha ido más 

allá de sus obligaciones en materia de derechos humanos. En julio de 2022 se presentó el 

primer informe sobre la aplicación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), esto es, 

el examen nacional voluntario, en el que el país ha tenido la ocasión de dar a conocer los 

progresos realizados y los desafíos encontrados en la puesta en práctica de los ODS. 

18. En relación con la recomendación 119.27, se puede afirmar que el Plan Operativo 

“Terra Ranka”, que se debería haber ejecutado entre 2020 y 2025, no ha tenido los efectos 

deseados debido a las crisis políticas, a pesar de los esfuerzos del Gobierno por llevar a cabo 

los proyectos que en él se preveían. En el Plan Nacional de Desarrollo (2020-2023), que está 

en consonancia con los ODS y la Agenda 2063, se han tenido en cuenta los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible para 2030. 

19. Los cambios en el Gobierno han obligado a formular un nuevo Plan Nacional de 

Desarrollo (2022-2023), en el marco de un proceso dirigido por el Ministerio de Economía, 

Planificación e Integración Regional. 
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20. En el ámbito de la cooperación (recomendación 119.28), el Gobierno ha realizado 

esfuerzos a distintos niveles con el fin de cooperar para proteger los derechos humanos, lo 

que, entre otras cosas, ha dado lugar al establecimiento del nuevo Programa Estratégico de 

Cooperación entre Portugal y Guinea-Bissau para el período 2021-2025, en el que se 

estipularon distintas prioridades en materia de cooperación en los ámbitos de la educación y 

la cultura; la justicia, la seguridad y la defensa; la salud, los asuntos sociales y el trabajo; la 

agricultura, la pesca, la energía y el medio ambiente; y la infraestructura, la economía y las 

finanzas. 

21. Se ha reforzado el Marco de Cooperación de las Naciones Unidas para el Desarrollo 

Sostenible de Guinea-Bissau (2022-2026), prestando especial atención a la protección de los 

derechos humanos. 

22. Por lo que respecta al fortalecimiento de los mecanismos de protección de los 

derechos humanos (recomendaciones 119.25 a 119.30), en 2021 el Gobierno suscribió un 

proyecto titulado “Fortalecimiento del Sistema de Protección de los Derechos Humanos en 

Guinea-Bissau”, financiado por el Fondo para la Consolidación de la Paz. Con el apoyo de 

este proyecto, el Gobierno ha hecho esfuerzos considerables para crear una entidad llamada 

Mecanismo Nacional para la Aplicación, la Presentación de Informes y el Seguimiento, y ya 

se ha elaborado la propuesta de ley para el establecimiento de dicho mecanismo. 

23. Además, el Estado ha puesto en marcha iniciativas para aprovechar la experiencia 

adquirida durante la redacción de los informes con miras a crear el Mecanismo Nacional para 

la Aplicación, la Presentación de Informes y el Seguimiento. En noviembre de 2024, una 

delegación técnica multisectorial integrada por representantes del Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos, el Ministerio de Asuntos Exteriores, Cooperación Internacional y 

Comunidades, el Ministerio de Administración Pública, Reforma Administrativa, Empleo, 

Formación Profesional y Seguridad Social y el Ministerio de la Mujer, la Familia y la 

Solidaridad Social viajó a Portugal para conocer el Mecanismo Nacional para la Aplicación, 

la Presentación de Informes y el Seguimiento de Portugal y otras instituciones relacionadas 

con los derechos humanos. El objetivo de esta misión era intercambiar experiencias sobre el 

Mecanismo Nacional para la Aplicación, la Presentación de Informes y el Seguimiento de 

Portugal y sobre una institución nacional de derechos humanos. 

24. En 2020, el Estado aprobó el primer y único plan estratégico del país en materia de 

género para una institución vinculada al sistema judicial, a saber, la Estrategia de Género 

para los Centros de Acceso a la Justicia (2020-2024), que se considera una buena práctica. 

 D. Institución nacional de derechos humanos 

25. En lo referente a las recomendaciones 119.33 a 119.44, el Estado de Guinea-Bissau 

tiene previsto crear una Oficina del Defensor del Pueblo que también funcione como 

institución nacional de derechos humanos. 

26. En 2022 se modificó el reglamento de la Comisión Nacional de Derechos Humanos a 

fin de ponerlo en conformidad con los principios relativos al estatuto de las instituciones 

nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (Principios de París). Este 

documento fue examinado por el Consejo de Ministros y aprobado en noviembre de 2024. 

27. En septiembre de 2024, en el marco del cuarto ciclo del EPU, la Comisión Nacional 

de Derechos Humanos de Guinea-Bissau presentó al Consejo de Derechos Humanos su 

primer informe sobre la situación de los derechos humanos en el país. 

 E. Derechos humanos y cambio climático 

28. Guinea-Bissau ha creado varios órganos administrativos para dar cumplimiento a sus 

compromisos internacionales en materia de derechos humanos y cambio climático, a saber, 

el Instituto de Biodiversidad y Zonas Protegidas, la Autoridad Competente de Evaluación 

Ambiental, el Instituto Nacional de Medio Ambiente y el Fondo para el Medio Ambiente, 

que son órganos administrativos que ayudan al Gobierno en la formulación y puesta en 

práctica de las políticas públicas en este ámbito. 
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29. Pese a los progresos realizados a nivel legislativo y administrativo, se han realizado 

construcciones clandestinas en humedales sin respetar los requisitos relativos a la obtención 

de un permiso ambiental, y se han ocupado espacios que en el pasado se habían considerado 

bienes de dominio público. 

30. El 4 de abril de 2023, Guinea-Bissau se convirtió en el primer país de fuera de la 

región paneuropea en adherirse a la Convención sobre el Acceso a la Información, la 

Participación del Público en la Toma de Decisiones y el Acceso a la Justicia en Asuntos 

Ambientales (Convención de Aarhus), de la Comisión Económica para Europa (CEPE). 

31. Los esfuerzos realizados por el Estado para ratificar la Convención de Aarhus han 

conducido a un mayor respeto del derecho de acceso a la información y a un aumento 

considerable de la participación de la población en la toma de decisiones relativas al medio 

ambiente mediante audiencias públicas. 

32. Entre los días 6 y 9 de mayo de 2024, el Gobierno de Guinea-Bissau, por conducto 

del Ministerio de Medio Ambiente, organizó el primer Diálogo Nacional sobre Medio 

Ambiente, bajo el lema “Juntos por el medio ambiente: construyendo puentes para lograr la 

sostenibilidad”. Este evento congregó a expertos, activistas, representantes del sector privado 

y líderes comunitarios, y ofreció una oportunidad única para evaluar la situación 

medioambiental y poner de relieve la urgente necesidad de proteger la biodiversidad. 

33. El Gobierno de Guinea-Bissau ha incluido el cambio climático en sus estrategias 

nacionales, como el Plan Nacional de Desarrollo (2020-2023), priorizando la agricultura, los 

recursos hídricos y la cría de animales. Entre las prioridades figuran la gestión forestal 

sostenible, el establecimiento de un sistema agrícola resiliente y la adopción de energías 

limpias. No obstante, la ausencia de un marco de políticas nacional y la falta de una 

planificación formal de la adaptación plantean desafíos considerables. 

34. El Fondo para el Medio Ambiente se creó con el objetivo de gravar todas las 

actividades sectoriales que puedan tener repercusiones negativas en el medio ambiente a fin 

de reducir la presión sobre los recursos, aplicando así el principio de que quien contamina 

paga para un desarrollo sostenible. 

35. Como parte de los preparativos de cara a la participación de Guinea-Bissau en el 

30º período de sesiones de la Conferencia de las Partes en la Convención Marco de las 

Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, que tendrá lugar del 10 al 21 de noviembre en 

el Brasil, se está formulando el Plan de Acción sobre el Clima, que se empezará a aplicar en 

enero de 2025. 

36. Sobre la base de dicho plan, el Estado ya ha puesto en marcha campañas de 

sensibilización y de aplicación de la ley para poner fin a la utilización de bolsas de plástico 

no biodegradables. 

37. En 2021 Guinea-Bissau aprobó la contribución determinada a nivel nacional de 2021. 

Se trata de un documento oficial en el que se recogen los compromisos del país en lo que 

respecta a la reducción de las emisiones de carbono. Se está preparando la cuarta 

comunicación nacional sobre el cambio climático. El 26 de diciembre de 2024, Guinea-

Bissau se convirtió en el primer país lusófono en presentar a la secretaría de la Convención 

Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático el primer informe bienal de 

transparencia. 

38. En el contexto del principio de “Una sola salud”, y con fondos del Banco Mundial, el 

Ministerio de Medio Ambiente, Biodiversidad y Acción Climática, en colaboración con el 

proyecto REDISSE II (Proyecto de Mejora de los Sistemas Regionales de Vigilancia de las 

Enfermedades, Fase II), envió a diez jóvenes al centro HECOTES, en la República de Benin, 

con el fin de formar a técnicos del Ministerio de Medio Ambiente sobre la vigilancia de la 

salud ambiental. La formación que se les impartió trataba sobre la calidad del agua, el aire y 

el suelo. 

39. Por medio de la Orden núm. 49/MABAC/2024 se creó la Red de Jóvenes por la 

Acción Climática. Cuando se puso en marcha, se eligió de entre sus miembros a una joven 

embajadora para el clima, encargada de presentar públicamente el informe sobre las 
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repercusiones del cambio climático en los niños y dar a conocer en Guinea-Bissau la opinión 

de los jóvenes sobre el cambio climático. 

 F. Condiciones de reclusión 

40. Al Gobierno de Guinea-Bissau le preocupa la recomendación 119.50. El Gobierno, 

con el apoyo financiero de las Naciones Unidas, ha elaborado la Estrategia del Sector 

Penitenciario (2021-2025), que trata sobre la mejora del estado de las instalaciones. En el 

marco de la labor por humanizar las prisiones, el Gobierno ha destinado un terreno de 5 ha 

situado a las afueras de Bissau para la construcción de un centro penitenciario. 

41. Desde 2020, el Estado de Guinea-Bissau asigna una partida presupuestaria a la 

alimentación de la población penitenciaria. Además, los presupuestos generales del Estado 

para 2025 prevén una partida para delimitar el terreno a fin de construir una nueva prisión. 

42. Las prisiones de Bissau, Mansôa y Bafatá se han beneficiado de reformas en sus 

estructuras, lo que ha permitido mejorar las condiciones sanitarias. Además, desde hace un 

tiempo el Estado proporciona tres comidas diarias a los reclusos, y se han construido tres 

centros médicos para ofrecerles atención sanitaria. Aunque la prisión de Bandim (Bissau) 

sigue presentando condiciones de hacinamiento, el número de reclusos en el resto de los 

centros penitenciarios no es superior a su capacidad. 

 G. Buena gobernanza y lucha contra la corrupción 

43. En relación con la recomendación 119.69, se han adoptado diversas medidas de lucha 

contra la corrupción y la delincuencia transnacional. Por ejemplo, el Gobierno, reconociendo 

que la corrupción es uno de los principales obstáculos para la gobernanza y el desarrollo 

sostenible, ha formulado una estrategia nacional de lucha contra la corrupción, que se aprobó 

en abril de 2022. En el marco del segundo ciclo del Mecanismo de Examen de la Aplicación 

de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, en junio de 2021 se celebró 

un seminario destinado a ultimar la lista de verificación para la autoevaluación de la 

República de Guinea-Bissau. 

44. Actualmente, el Gobierno se centra en la formación de los principales agentes de lucha 

contra la corrupción y en la elaboración de un programa de formación sobre ética e integridad. 

45. La inacción de la Asamblea Nacional Popular bloquea la aprobación de instrumentos 

legislativos fundamentales, concretamente las versiones modificadas del Código Penal y del 

Código de Procedimiento Penal, que son esenciales para modernizar el sistema de justicia a 

fin de combatir el blanqueo de dinero, la corrupción y los flujos financieros ilícitos. Hay 

varios proyectos de ley pendientes de examen, como los relativos a la ciberdelincuencia, la 

cooperación judicial, la organización del sistema judicial, las inspecciones judiciales y la 

protección de los datos personales. Asimismo, está previsto elaborar el reglamento del 

Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

46. Por medio del Decreto núm. 9/2018, de 14 de diciembre, el Gobierno creó la Oficina 

de Recuperación y Gestión de Activos, cuyos miembros fueron nombrados en 2020 mediante 

dos órdenes del Ministerio de Justicia. 

47. A nivel sublegislativo, el Gobierno ha aprobado la Estrategia Nacional de Lucha 

contra la Corrupción (2021-2030) y el Plan Nacional Integral de Lucha contra las Drogas y 

la Delincuencia Organizada y de Reducción de Riesgos, y ha aprobado un plan de acción 

para 2021-2027. En este contexto, en 2022 se completó el segundo ciclo de evaluación mutua 

de los riesgos de blanqueo de dinero, lo que ha permitido al Grupo Intergubernamental de 

Acción contra el Blanqueo de Dinero en África Occidental (GIABA) conocer los riesgos y 

desafíos de Guinea-Bissau en este ámbito. 

48. Por medio de una decisión adoptada por el Gobierno a mediados de 2024, se modificó 

la estructura orgánica del Ministerio de Administración Pública a fin de fusionar los dos 

servicios de inspección, que en el pasado funcionaban de manera autónoma. La nueva 

inspección general tiene un mandato amplio (para la inspección de la Administración pública 
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y del sector privado), y su reglamento está pendiente de la aprobación de la Asamblea 

Nacional Popular. 

 H. Administración de justicia y juicio imparcial 

49. En lo referente a las recomendaciones 119.49 a 119.62, el Estado se ha esforzado por 

mejorar la administración de justicia. En aplicación de la recomendación 119.54, el Gobierno 

ha llevado a cabo varias reformas en el sector de la justicia mediante la formulación de 

diversos instrumentos legislativos, más concretamente, proyectos de modificación del 

Código Civil y del Código de Procedimiento Civil; proyectos de modificación del Código 

Penal y del Código de Procedimiento Penal; versiones modificadas del Reglamento de la 

Judicatura y del Reglamento del Ministerio Público; el Reglamento del Consejo Superior del 

Poder Judicial; una versión modificada de la Ley Orgánica de Tribunales; la Ley Orgánica 

de Tribunales Sectoriales; versiones modificadas de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo 

de Justicia y su Reglamento; una versión modificada del Estatuto Orgánico de la Policía 

Judicial; y versiones modificadas de la Ley de la Comisión Nacional Electoral y de la Ley 

Electoral. También se ha elaborado el Proyecto de Ley de la Secretaría Judicial y Privada del 

Ministerio Público. La nueva normativa se ha ajustado a los requisitos legislativos actuales. 

50. En 2020 el Gobierno aprobó el Reglamento Interno del Consejo de Funcionarios 

Judiciales y del Servicio de Inspección. Este documento estructural rige y regula la 

clasificación de los funcionarios judiciales y de las secretarías en Guinea-Bissau. 

51. En relación con la infraestructura y la formación del personal (recomendaciones 

119.59 a 119.65), se han construido nuevos edificios en Gabú e Ingoré para albergar 

tribunales y servicios de justicia. Se ha rehabilitado el Tribunal Regional de Bissau, en el que 

se ha creado una nueva sala de audiencias. También se están construyendo la Casa de la 

Justicia en Buba y la sede de la policía judicial en Bafatá. 

52. El Estado ha emprendido una serie de iniciativas. Concretamente, ha puesto en 

práctica del Reglamento de la Tesorería de Justicia (Decreto núm. 1/2018), que le otorga 

autonomía administrativa, financiera y patrimonial, y ha dado aplicación al régimen que 

confiere autonomía al Consejo de Funcionarios Judiciales, como órgano responsable de 

gestionar y regular la labor de los funcionarios judiciales. 

53. En 2021, el Gobierno de Guinea-Bissau contrató a 38 jueces y fiscales y a 

153 funcionarios judiciales de nivel inferior. Asimismo, en 2023 autorizó la contratación de 

otros 10 (5 jueces y 5 fiscales). Estas últimas incorporaciones están completando su 

formación inicial con vistas a pasar a formar parte del poder judicial. 

54. Persisten los problemas en lo que se refiere a los recursos humanos y la 

infraestructura, pues la mayoría de los tribunales sectoriales están cerrados debido a la falta 

de personal y de instalaciones para albergar todos los servicios de justicia (tribunales, oficinas 

de registro y centros de acceso a la justicia). 

55. Las autoridades judiciales de Guinea-Bissau han trabajado para desalentar la 

impunidad y la comisión de violaciones de los derechos humanos por parte de los agentes de 

las fuerzas de seguridad. Esta labor ha dado lugar a dos condenas: una por asesinato, con una 

pena de ocho años de prisión contra los tres agentes de policía implicados en la causa 

núm. 236/2023; y otra por lesiones físicas graves, con una pena de tres años de prisión contra 

tres agentes de la Policía de Seguridad Pública (causa núm. 217/2023). 

 I. Lucha contra el consumo y el tráfico de drogas  

(recomendaciones 119.71 a 119.87) 

56. En el ámbito de la lucha contra el consumo y el tráfico de drogas, el Gobierno de 

Guinea-Bissau, mediante la colaboración con Portugal en el marco del nuevo Programa de 

Cooperación Estratégica (2021-2025), ha contribuido de distintas maneras a formar a nuevos 

agentes de la policía judicial, rehabilitar un edificio para el Centro de Tanatología y Medicina 

Legal, formar a un especialista para este servicio y adquirir diversos materiales (equipos de 

protección individual y material para la policía científica). 
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57. En 2024, la policía judicial de Guinea-Bissau desmanteló una red de falsificación de 

documentos y detuvo a cinco delincuentes. Ese mismo día, la policía judicial inició un 

proceso para contratar a 90 nuevos agentes de investigación en el marco de sus esfuerzos por 

ampliar sus servicios en todo el país. 

58. Recientemente, en septiembre de 2024, la policía judicial se incautó de 2.633,1 kg de 

cocaína, que posteriormente incineró, encontrados a bordo de un avión en el aeropuerto 

internacional Osvaldo Vieira. Conviene señalar que los sospechosos de esta operación han 

comparecido ante la justicia y han sido condenados a 17 años de prisión. En el marco de esta 

operación, el Estado recuperó numerosos activos, entre ellos la aeronave. 

59. En materia de cooperación internacional, Portugal ha apoyado al país mediante el 

programa estratégico. Se han llevado a cabo actividades de formación con la Guardia 

Nacional Republicana y la Policía de Seguridad Pública, en las que se ha capacitado a 

18 miembros de la Guardia Nacional sobre el control de las fronteras, a 22 agentes de policía 

y de la Guardia Nacional sobre la gestión de incidentes tácticos y a 19 agentes de Protección 

Civil sobre la dirección de las operaciones de salvamento. 

60. En el marco de la lucha contra las drogas y la delincuencia organizada transnacional, 

desde 2020 se han llevado ante los tribunales numerosos casos relacionados con cargos e 

incautaciones de droga, como se indica a continuación. 

2020 2021 2022 2023 2024 

9 casos 18 casos 13 casos 5 casos 18 casos 

 J. Libertad de opinión, de expresión y de acceso a la información 

61. Los derechos a la información y a la libertad de expresión son la piedra angular de 

una sociedad abierta y libre y están consagrados y garantizados en el artículo 56 de la 

Constitución de la República de Guinea-Bissau. En relación con las recomendaciones 119.77 

y 119.78, se puede considerar que las cuestiones de la libertad de expresión y del acceso a la 

información siguen planteando un desafío para las entidades políticas y judiciales y para la 

consolidación del estado de derecho, habida cuenta de los períodos de inestabilidad que ha 

atravesado el país y que han dado lugar a distintos golpes de Estado e intentos de golpe de 

Estado. 

 K. Cooperación y seguimiento en el marco de los procedimientos  

especiales (recomendaciones 119.15 y 119.16) 

62. Guinea-Bissau ha invitado a los procedimientos especiales a visitar el país, y mantiene 

una invitación permanente tanto para ellos como para los órganos de tratados a fin de que 

puedan verificar el cumplimiento de las obligaciones internacionales contraídas por el 

Estado. 

63. Guinea-Bissau necesita recibir visitas de este tipo para reforzar su cooperación con el 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. De hecho, el país se 

ha esforzado por aplicar plenamente las recomendaciones contenidas en los párrafos 119.15 

y 119.16, así como las decisiones emitidas por los mecanismos temáticos de las Naciones 

Unidas que se ocupan de los derechos humanos. El Estado también ha realizado esfuerzos 

por dar a conocer las normas en materia de derechos humanos entre los organismos del 

Estado y la sociedad civil. 

64. Guinea-Bissau nunca ha descartado la posibilidad de invitar al Grupo de Trabajo sobre 

la Detención Arbitraria a visitar el país. 

65. En noviembre de 2024, Guinea-Bissau recibió la visita de la Relatora Especial sobre 

la trata de personas, especialmente mujeres y niños. Además, ya hay programada una visita 

del Relator Especial sobre los derechos humanos al agua potable y al saneamiento para marzo 

de 2025. 
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66. Mediante la Circular núm. 1/25, de 2 de enero, del gabinete del Ministro de Asuntos 

Exteriores, Cooperación Internacional y Comunidades, se ha creado un grupo de trabajo para 

realizar un análisis comparado que evalúe los costos y beneficios de la participación de 

Guinea-Bissau en diferentes organizaciones internacionales. Este análisis se centrará, en 

particular, en las responsabilidades contraídas en esas organizaciones en términos de cuotas, 

fijándose concretamente en la cuantía de las contribuciones anuales, los retrasos existentes, 

los beneficios obtenidos y el interés de continuar en la organización. 

67. En un gesto sin precedentes, Guinea-Bissau ha respondido a dos cartas del Consejo 

de Derechos Humanos en las que se denunciaban violaciones de los derechos humanos. Una 

de ellas se refería a personas detenidas tras la crisis del 1 de febrero de 2022, y la otra a dos 

personas que eran miembros del Gobierno y que fueron detenidas en diciembre de 2023. 

 L. Cooperación y seguimiento en el marco del EPU  

(recomendaciones 119.17 y 119.18) 

68. Guinea-Bissau está activamente implicada en la cuestión de los derechos humanos y 

ha promovido una serie de iniciativas en el seno del Consejo de Derechos Humanos de las 

Naciones Unidas y de otros órganos. 

69. En materia de cooperación, Guinea-Bissau mantiene intercambios y colabora de 

manera constructiva con los mecanismos de derechos humanos de las Naciones Unidas, 

incluidos la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos, los procedimientos especiales y los órganos de tratados. 

70. En los últimos años, Guinea-Bissau se ha esforzado por satisfacer las obligaciones 

que ha contraído con la comunidad internacional en virtud de las distintas convenciones que 

ha firmado y ratificado, en particular presentando informes sobre los derechos civiles y 

políticos y sobre los derechos económicos, sociales y culturales, así como otros informes en 

el marco del examen periódico universal. 

71. El Gobierno de Guinea-Bissau ha trabajado en la elaboración de un nuevo reglamento 

para la Comisión Nacional de Derechos Humanos y Ciudadanía, que fue aprobado por el 

Consejo de Ministros en noviembre de 2024. 

72. En lo que respecta al sistema de protección, Guinea-Bissau ha colaborado con el 

Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) en la formulación del Código de 

Protección Integral de la Infancia, que se ha presentado como proyecto de ley a la Asamblea 

Nacional Popular para su aprobación. 

 M. Plan nacional de acción sobre derechos humanos (o sobre ámbitos 

concretos) 

73. El Estado de Guinea-Bissau ha dedicado una atención especial a la cuestión de los 

derechos humanos y se ha comprometido firmemente a promoverlos y respetarlos, a reforzar 

el estado democrático de derecho y a consolidar las libertades fundamentales de sus 

ciudadanos. Para ello, el país se afana por afianzar los avances logrados en materia de 

protección de los derechos humanos mediante la formulación de instrumentos legislativos y 

la adopción de medidas que promuevan el respeto de las normas y la protección de los 

derechos fundamentales de los ciudadanos. 

74. En 2022 el Gobierno aprobó el Plan Nacional de Derechos Humanos y su 

correspondiente estrategia, que abarcan el período comprendido entre 2022 y 2026. En 2023 

el plan se hizo público en las regiones y en 2024 se presentó en Bissau, en presencia de 

representantes del Gobierno y de la sociedad civil. 

75. El Comité Nacional para el Abandono de las Prácticas Nocivas se encarga de poner 

al día la Estrategia Nacional de Lucha contra la Mutilación Genital Femenina (2025-2030). 
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 N. Justicia juvenil 

76. Por lo que se refiere a la recomendación 119.76, Guinea-Bissau cuenta con una serie 

de instrumentos jurídicos, entre ellos la Constitución de la República, el Código Civil, el 

Código del Trabajo, aprobado recientemente, y el Reglamento de Justicia Juvenil. 

77. En ese mismo sentido, el Gobierno ha aprobado la Política Nacional de Protección 

Social, uno de los pilares de la cual es la cuestión de la infancia. También se han elaborado 

varios instrumentos legislativos que están pendientes de aprobación por la Asamblea 

Nacional Popular, entre los que cabe mencionar el Código de Protección Integral de la 

Infancia. 

 O. Personas con discapacidad 

78. En referencia a las recomendaciones 119.195 a 119.197, el Gobierno de Guinea-

Bissau ha formulado y adoptado la Estrategia Nacional para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, que se aprobó el 7 de julio de 2022. 

79. Asimismo, como parte de sus esfuerzos por adoptar medidas para la promoción y la 

inclusión de las personas con discapacidad en el sector educativo, Guinea-Bissau ha 

elaborado la Estrategia Nacional de Educación Inclusiva, que se aprobó el 23 de marzo 

de 2023. 

80. El país ha formulado la Ley Básica de Protección, Promoción e Inclusión de las 

Personas con Discapacidad, que actualmente está pendiente del examen y la aprobación del 

Consejo de Ministros para posteriormente ser remitida a la Asamblea Nacional Popular. 

81. Guinea-Bissau también cuenta con la Política Nacional de Protección Integral de la 

Infancia y el Plan de Acción sobre la Protección Integral de la Infancia (2021-2032), que trata 

aspectos concretos relacionados con los derechos de los niños con discapacidad. Además, el 

Estado de Guinea-Bissau ha aprobado el Plan Sectorial de Educación (2017-2025), que prevé 

medidas importantes para la inclusión de los niños con discapacidad en el sector educativo. 

82. Aunque Guinea-Bissau ha ratificado la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad a fin de impulsar su labor de defensa de los derechos de las 

personas con discapacidad, el Estado sigue enfrentándose a dificultades para integrar los 

derechos de las personas con discapacidad en medidas concretas de las políticas públicas y 

macroeconómicas. 

 P. Trata de personas y formas contemporáneas de esclavitud 

83. El Gobierno de Guinea-Bissau ha creado un mecanismo de alerta, el Comité Nacional 

de Lucha contra la Trata de Personas, bajo la supervisión del Ministerio de la Mujer, la 

Familia y la Solidaridad Social (Orden núm. 5/2008). Está coordinado por el Instituto de la 

Mujer y del Niño e integrado por una institución multisectorial, que incluye a la institución 

gubernamental de la que forma parte el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, y por 

organizaciones no gubernamentales (ONG). 

84. El país dispone de datos correspondientes al período comprendido entre 2017 y 2021 

sobre las decisiones judiciales relativas a la trata de personas, las causas presentadas a los 

tribunales y las causas investigadas, desglosados por forma de trata y número de personas 

implicadas. Las variaciones en el número de casos perseguidos e investigados no revelan una 

tendencia clara. Entre 2017 y 2021, se investigaron 211 casos (lo que supone una media de 

42 casos investigados al año) y se persiguieron 7 (lo que constituye una media de 1 caso 

perseguido al año). Entre 2017 y 2021 en el país no se registró ningún procedimiento judicial 

relativo a la trata. 

85. En 2021 se persiguieron el 5 % de los casos de trata de personas que habían sido 

investigados (2 de un total de 39 casos). 

86. El país dispone de datos relativos al período comprendido entre 2017 y 2021 sobre las 

víctimas confirmadas de la trata de personas, desglosados por sexo y por forma de trata. 
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En 2021 se registraron en Guinea-Bissau 123 casos confirmados de trata de personas, lo que 

supone un 26 % menos que el año anterior (el número de víctimas de la trata de personas 

en 2020 fue de 167). Durante este período, la mayoría de las víctimas confirmadas de la trata 

fueron hombres, el 83 % en 2021, mientras que el 17 % restante fueron mujeres. 

87. Entre 2017 y 2021 todos los hombres confirmados como víctimas de la trata habían 

sido objeto de trata con fines de trabajo forzoso, mientras que todas las mujeres confirmadas 

como víctimas de la trata habían sido objeto de trata con fines de matrimonio forzado. 

En 2021, el 10 % de las víctimas confirmadas de sexo femenino (2 personas) habían sido 

objeto de trata de personas con fines de explotación sexual, mientras que el 90 % restante 

(19 personas) habían sido víctimas confirmadas de matrimonios forzados. 

88. En el último informe de los Estados Unidos, de 2024, Guinea-Bissau había ascendido 

a la Lista de Vigilancia de Nivel 2 gracias a los considerables esfuerzos realizados por el país, 

pues el Gobierno, en el marco de sus medidas de lucha contra la trata, se ha esforzado por 

investigar los casos de trata y detectar a las víctimas potenciales, ha creado un mecanismo 

nacional de orientación y ha seguido convocando a su comité interministerial de lucha contra 

la trata. 

 Q. Protección de la infancia 

89. El Estado de Guinea-Bissau está determinado a regular el sistema de protección de la 

infancia de manera coherente, armoniosa y actualizada adoptando un enfoque sistemático e 

integral que considere al niño como elemento central de ese sistema y fortaleciendo el entorno 

familiar y comunitario en el que los niños se desarrollan. Esa determinación se ha traducido, 

entre otras cosas, en la aprobación por el Consejo de Ministros (el 29 de agosto de 2023) de 

la Política Nacional de Protección Integral de la Infancia y de su plan de acción, así como del 

Código de Protección Integral de la Infancia (pendiente de la aprobación de la Asamblea 

Nacional Popular). 

90. A fin de reforzar el sistema de protección de la infancia, en 2023 el Gobierno de 

Guinea-Bissau creó la Comisión Nacional de Protección de la Infancia para garantizar la 

protección plena y eficaz de los derechos del niño. La coordinación entre los diferentes 

agentes y entidades implicados en la defensa de los derechos del niño es fundamental para 

actuar de manera conjunta y en sinergia, como también resulta esencial que exista una 

coordinación capaz de responder con rapidez y eficacia a las necesidades de protección de 

los niños. 

91. La iniciativa más importante emprendida por el Estado de Guinea-Bissau en relación 

con los derechos del niño ha sido la elaboración del Código de Protección Integral de la 

Infancia, que está pendiente de aprobación por la Asamblea Nacional Popular. Este 

documento gira en torno al principio del interés superior del niño, y fue elaborado respetando 

las normas internacionales sobre la cuestión. 

92. El Instituto de la Mujer y del Niño, con el apoyo del sistema de las Naciones Unidas, 

ha establecido un sistema de gestión de los casos de violencia contra los niños que congrega 

a los agentes del Estado y de la sociedad civil que trabajan en los ámbitos de la salud, la 

justicia y la seguridad. Los casos de violencia denunciados se incorporan a una base de datos 

única del Instituto de la Mujer y del Niño, donde son tratados y sometidos a un seguimiento. 

El Instituto de la Mujer y del Niño utiliza una plataforma digital (Kobo Collect) para recopilar 

y gestionar los datos. 

93. El Gobierno ha realizado esfuerzos para coordinar sus estructuras —el Ministerio de 

Justicia, el Ministerio de Educación y el Ministerio de Salud Pública— y colaborar con 

determinados asociados internacionales, entre ellos el UNICEF, Cooperación Portuguesa 

(proyecto Gestdoc), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y Plan 

International Guinea-Bissau, a fin de garantizar el acceso de los niños al registro de los 

nacimientos, gracias a un conjunto de estrategias que refuerzan el sistema nacional de registro 

civil y estadísticas vitales. La interoperabilidad con los sectores de la salud y la educación y 

la descentralización de los servicios de registro de los nacimientos para llegar a los grupos 

de población más vulnerables, entre otras cosas mediante iniciativas comunitarias para la 



A/HRC/WG.6/49/GNB/1 

12 GE.25-02704 

inscripción en el registro, como las caravanas de la justicia y las iniciativas organizadas en 

colaboración con las autoridades tradicionales, se han traducido en el aumento del número 

de niños inscritos en el registro. 

94. Se han invertido esfuerzos en poner en marcha campañas de comunicación, 

sensibilización e información dirigidas a las familias y las comunidades sobre la inscripción 

de los niños en el registro, entre otras cosas mediante el proyecto de escuelas amigas de la 

infancia. Gracias a estas iniciativas, se ha inscrito en el registro a algunos niños en situación 

de vulnerabilidad, como niños refugiados, niños trabajadores y niños talibés víctimas de 

explotación y malos tratos. En relación con esto, en 2024 el Ministerio de Justicia y Derechos 

Humanos y el Instituto de la Mujer y del Niño acordaron suprimir las tasas de inscripción en 

el registro para los niños talibés menores de 7 años que sean víctimas de explotación y malos 

tratos. 

95. Estas estrategias, en particular la interoperabilidad con el sector de la salud, han 

producido resultados satisfactorios, como muestran las estadísticas. Según los datos de la 

encuesta de indicadores múltiples por conglomerados (MICS), el registro de nacimientos en 

el caso de los niños menores de 5 años ha aumentado del 24 % en la encuesta MICS5-2014 

al 46 % en la MICS6-2018-2019. Este incremento es el resultado de una serie de medidas 

adoptadas por el Estado, tales como: 

 a) La extensión de la política de exención del pago de los honorarios y las tasas 

para el registro del nacimiento a los niños de entre 0 y 7 años, que antes solo se aplicaba a 

los niños de hasta 5 años; 

 b) La descentralización de los servicios de registro civil, para lo cual se han 

establecido centros para la producción de tarjetas de identidad biométricas en las regiones a 

fin de que todas las personas puedan disponer de un documento de identidad. Actualmente 

hay 11 oficinas regionales del registro civil, 54 oficinas sectoriales del registro civil, 

6 oficinas del registro civil en el sector autónomo de Bissau y 1 oficina central del registro 

civil en la capital; 

 c) La apertura, en las escuelas y las comunidades, de nuevos puntos móviles para 

la inscripción en el registro, así como la realización de campañas de inscripción puerta a 

puerta en gran parte del país; 

 d) La posibilidad de registrar los nacimientos en los centros de salud y los 

hospitales. Actualmente se está trabajando en integrar el registro de los nacimientos en las 

campañas de vacunación. Ya hay 54 oficinas operativas en los centros de salud que permiten 

registrar a los niños al nacer; 

 e) La posibilidad de que las madres registren solas el nacimiento de sus hijos, en 

los casos en que el padre se niegue a reconocer la paternidad, con la posibilidad de incluir el 

apellido del padre con posterioridad. El país se enfrenta a limitaciones estructurales 

considerables en lo que se refiere al establecimiento de la paternidad, lo que reduce la 

responsabilidad paterna. 

96. El establecimiento de alianzas similares entre distintos ministerios ha dado lugar a 

estrategias de comunicación, sensibilización e información en las comunidades locales sobre 

la importancia de la inscripción en el registro, en particular para el acceso a los servicios 

públicos, el ejercicio de la ciudadanía, la identificación de las personas y la disminución de 

las amenazas ligadas a la explotación y la trata de niños. 

97. De conformidad con sus compromisos constitucionales, internacionales y regionales, 

en particular en el marco de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de 

Personas, Especialmente Mujeres y Niños, Guinea-Bissau ha adoptado medidas importantes 

para combatir la trata de personas, entre las que cabe mencionar la aprobación, en marzo 

de 2024, del Plan Estratégico Nacional para Prevenir y Combatir la Trata. 

98. Además, gracias a la labor conjunta emprendida por distintas entidades, entre ellas el 

Instituto de la Mujer y del Niño y los organismos de las Naciones Unidas (la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) y la Organización Internacional para 

las Migraciones (OIM)), en el marco de la colaboración para dar aplicación al Plan 
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Estratégico Nacional para Prevenir y Combatir la Trata de Personas, se han organizado 

sesiones de formación sobre la trata de personas para más de 150 autoridades de fronteras y 

partes interesadas y se han establecido comités de vigilancia comunitaria de las fronteras. 

Estos comités comunitarios desempeñan una función esencial, pues implican a las 

comunidades locales en los procesos de vigilancia y de alerta temprana a fin de que notifiquen 

a las autoridades en caso de que ocurra una situación sospechosa. 

99. Diversos estudios y un seguimiento sistemático han puesto de manifiesto que el 

principal modus operandi en el ámbito de la trata de niños consiste en introducir a los niños 

en el Senegal a través de las fronteras septentrional, oriental y meridional. Aparte de los 

puestos fronterizos oficiales, existen numerosas rutas no oficiales que se utilizan con fines de 

trata. En los últimos años, el Gobierno, en colaboración con sus asociados, se ha esforzado 

por mejorar el control de las fronteras. 

100. En 2019 se reforzó la capacidad de acción del Comando General de la Guardia de 

Fronteras, si bien esta sigue siendo insuficiente. También se ha impartido formación a los 

agentes en las regiones. Pese a las lagunas que persisten, la formación de los agentes de 

fronteras ha reportado resultados positivos en lo que se refiere a la capacidad de control de 

las fronteras terrestres, gracias a la aplicación un enfoque que es más sensible y presta mayor 

atención a la protección de los niños en movimiento 

101. A nivel transfronterizo, el país ha mejorado su capacidad de enlace con las estructuras 

regionales, en particular con las autoridades senegalesas, para la identificación y el registro 

de los niños de Guinea-Bissau que mendigan en las calles del Senegal. Gracias a la 

colaboración y a la sinergia entre el Gobierno, por conducto del Instituto de la Mujer y del 

Niño, y las organizaciones de la sociedad civil, en particular la Asociación Amigos del Niño 

(AMIC), se ha llevado a cabo el retorno de más de 2.000 niños talibés que se encontraban en 

el Senegal. 

102. Los niños talibés son los más vulnerables a la trata y a la explotación comercial. A fin 

de combatir esta lacra, el país colabora directamente con los líderes religiosos y las 

asociaciones de maestros coránicos (concretamente, se han identificado cinco asociaciones 

de maestros coránicos con aproximadamente 60 miembros en total, a las que se ha impartido 

sensibilización y formación sobre la protección de la infancia y la trata de personas). 

Asimismo, se ha realizado un censo de 545 niños talibés en Bissau en un conjunto de más de 

diez escuelas coránicas. Estas medidas tienen como objetivo atacar directamente las causas 

de la inseguridad y la vulnerabilidad de los niños a fin de orientar las políticas públicas. 

 R. Agua potable y saneamiento básico 

103. En referencia a la recomendación 119.104, el acceso a los servicios básicos sigue 

siendo un desafío para el país. La proporción de población que tiene acceso a aseos dignos 

es muy pequeña, y pasó del 14 % en 2015 al 18 % en 2020; en las zonas rurales, este indicador 

no alcanzó el 5 % hasta 2018, y permaneció en ese nivel hasta 2020. 

104. En 2021, cuatro países africanos, entre ellos Guinea-Bissau, firmaron una declaración 

ministerial en Ginebra en la que se comprometieron a definir un marco jurídico y a dar pasos 

para establecer una organización común y colaborar en la zona del acuífero senegalés-

mauritano. Este acuerdo fue firmado por el Senegal, Mauritania, Gambia y Guinea-Bissau. 

En total, la zona sujeta a la colaboración de estos Estados tiene una extensión de 

aproximadamente 1.300 km, y casi 25 millones de personas se benefician de sus aguas 

subterráneas. Según la CEPE, este será un recurso hídrico importante ante el cambio 

climático. En la declaración se reconoce la importancia de garantizar un acceso lo más amplio 

posible al agua potable y al saneamiento y se afirma su contribución fundamental al 

empoderamiento de las mujeres. 

105. Guinea-Bissau es uno de los pocos países que se encuentran en vías de lograr 

el ODS 6. Según las cifras actuales, cada año se consigue que 330 aldeas abandonen la 

práctica de la defecación al aire libre, ritmo que es posible mantener. 

106. En 2023, 201 comunidades fueron declaradas y certificadas como zonas sin 

defecación al aire libre. 
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 S. Niños: protección contra la explotación (recomendación 119.181) 

107. Pese a los sustanciales progresos realizados en materia de protección de la infancia en 

la última década, la disolución del Parlamento impidió que en 2022 se aprobara el Código 

General de Protección de la Infancia. Una iniciativa como esa habría permitido dar respuesta 

a asuntos clave como el acceso legal a los servicios en las comunidades, la gestión de los 

casos, la regulación de la adopción y la protección contra la violencia de género. 

108. En 2022 el país seguía experimentando problemas básicos en lo referente a la 

protección de la infancia, como la baja tasa de registro de los nacimientos, el trabajo infantil 

y la violencia contra los niños, que se manifiesta en forma de mutilación genital femenina 

(MGF), matrimonio infantil, castigo corporal y violencia sexual. 

109. La Estrategia Nacional para el Abandono de la Mutilación Genital Femenina, así 

como su plan de acción para el período 2018-2022, constituyen un importante avance en la 

labor realizada por el Estado para luchar contra la mutilación genital femenina en Guinea-

Bissau. 

110. Aunque ha habido mejoras en el registro de los nacimientos, el porcentaje sigue siendo 

reducido, pues solo el 46 % de los niños menores de 5 años y el 36 % de los menores de 1 año 

están registrados. Además de las dificultades para acceder a este servicio, en algunos casos 

los hombres se niegan a aceptar la responsabilidad paterna, y, en el caso de los bebés que 

nacen con alguna anomalía o discapacidad, son muchos los padres que ocultan la existencia 

del niño y no informan de su nacimiento. 

111. Los niños que no están inscritos en el registro son extremadamente vulnerables, pues 

pueden ver limitado su acceso a los servicios, lo que significa que, en determinadas 

situaciones, por ejemplo, los niños no pueden acceder a la justicia juvenil ni demostrar su 

edad en caso de matrimonio o de trabajo infantil. 

112. Aunque durante la última década se han realizado progresos en lo que se refiere a la 

reducción de la mutilación genital femenina y del matrimonio infantil, los datos más recientes 

ponen de manifiesto la persistencia de ambas prácticas. Alrededor del 30 % de las niñas de 

entre 0 y 14 años han sido objeto de mutilación genital, y el 26 % de las mujeres de entre 

20 y 24 años afirman haber sido dadas en matrimonio o haber contraído una unión consensual 

antes de los 18 años. 

113. En Guinea-Bissau, el uso de la violencia física suele comenzar a determinada edad. 

Aproximadamente el 75 % de los niños de entre 1 y 14 años han sido castigados usando 

alguna forma de maltrato físico. 

 T. Protección social (119.96) 

114. El 27 de junio de 2024 el Estado de Guinea-Bissau aprobó el decreto por el que se 

aprobaban la Política Nacional de Protección Social de Guinea-Bissau, la estrategia para 

ponerla en práctica y su plan de acción. 

115. El Estado de Guinea-Bissau ha creado el Registro Social Único de Guinea-Bissau, 

que actualmente se encuentra a la espera de que el Gobierno apruebe los procedimientos 

administrativos. 

116. En 2023, el Gobierno de Guinea-Bissau publicó su primer boletín de estadísticas sobre 

la protección social en el país. 

 U. Derecho a la salud 

117. Las deficiencias estructurales agudizaron las dificultades a las que se enfrentó el 

sistema de salud de Guinea-Bissau a causa de la pandemia de enfermedad por coronavirus, 

que en 2020 devastó y afectó a todo el sistema sanitario mundial, lo que impidió a los países 

frágiles invertir en otras respuestas a los problemas de salud. No obstante, el Gobierno ha 

redoblado sus esfuerzos por aplicar las recomendaciones 119.105 a 119.122. 
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118. Por lo que respecta a la recomendación 119.108, relativa a la atención básica de salud, 

en 2019 el país obtuvo una puntuación de 24,3 sobre 100, lo que indicaba que el acceso a los 

datos sanitarios y su calidad eran mediocres. En 2020, entre las medidas destinadas a mejorar 

ese resultado, se elaboró el Plan Estratégico para el Centro Operativo de Emergencias 

Sanitarias (2021-2023), lo que ha permitido al país hacer frente al coronavirus y a dos 

epidemias (de poliomielitis y sarampión) que tuvieron lugar en 2022. 

119. En respuesta a estas dos epidemias, el país ha elaborado el Plan Nacional de Respuesta 

a la Poliomielitis y el Plan de Lucha contra el Sarampión, que han permitido aumentar hasta 

el 99,6 % la tasa de vacunación de niños de entre 0 y 5 años gracias a campañas de vacunación 

masiva y a otras iniciativas de vacunación sistemática. Asimismo, el país ha logrado por 

primera vez una cobertura de inmunización del 90 % en Bissau, la capital del país. La 

población del todo el país ha recibido la nueva vacuna oral contra la poliomielitis de tipo 2 

(nOPV2). 

120. Guinea-Bissau es uno de los cuatros países que forma parte de la fase II (2018-2023) 

del Proyecto de Mejora de los Sistemas Regionales de Vigilancia de las Enfermedades 

(REDISSE) del Banco Mundial, cuyo objetivo es reforzar la capacidad regional e 

intersectorial en materia de vigilancia de enfermedades y preparación frente a epidemias. Al 

término del proyecto, hubo una serie de medidas que fueron determinantes para la mejora del 

sistema de salud, tales como: 

 a) La adquisición de equipos y material para los laboratorios de salud humana; 

 b) La adquisición de equipos de protección individual (EPI); 

 c) La construcción de una torre de agua en el laboratorio central de salud animal; 

 d) La prestación de apoyo parcial al Instituto Nacional de Salud Pública para 

llevar a cabo las actividades de formación del Programa de Capacitación en Epidemiología 

de Campo; 

 e) El envío de un grupo de 17 profesionales de la salud a Portugal para asistir a 

una actividad de formación sobre “Una sola salud”. 

121. En referencia a la recomendación 119.110, se ha elaborado el Plan Nacional de 

Desarrollo de los Recursos Humanos en el ámbito de la Salud (2023-2032) de Guinea-Bissau. 

En este contexto, recientemente se contrató a 1.400 especialistas, entre ellos médicos, 

personal de enfermería, matronas y auxiliares de laboratorio. 

122. A fin de fortalecer las intervenciones en las comunidades, el Gobierno ha elaborado 

el Plan Estratégico Nacional de Salud Comunitaria (2021-2025). En este documento integral, 

elaborado conjuntamente por el Ministerio de Salud Pública, la Dirección General de 

Prevención y Promoción de la Salud y el Departamento de Servicios de Salud Comunitaria y 

Promoción de la Medicina Tradicional, se señalaban los asuntos prioritarios y se definían los 

objetivos, las metas estratégicas y los resultados previstos en materia de salud comunitaria. 

El plan también prevé medidas destinadas a informar a las autoridades sobre dónde se 

encuentran las zonas de riesgo de epidemias y desastres naturales, así como un plan de apoyo 

continuo a nivel comunitario para dichas zonas en caso de emergencia. 

123. Entre las medidas adoptadas en el marco de este plan cabe mencionar la formación de 

3.481 agentes de salud comunitaria en las 11 regiones sanitarias a fin de que puedan trabajar 

sobre el terreno. 

124. Los agentes de salud comunitaria han recibido una formación de 17 días sobre la 

aplicación de 18 prácticas familiares esenciales (como la higiene y la vacunación) en sus 

comunidades. De media, cada agente de salud comunitaria es responsable de 50 familias. 

125. Además, en lo referente a la elaboración de documentos de apoyo para la 

administración de la salud pública, se ha formulado el Plan Estratégico Nacional del Sistema 

de Información Sanitaria (2023-2027), que está pendiente de aplicación. Ese documento se 

centra, principalmente, en la necesidad del país de establecer las prioridades nacionales en 

materia de salud y darles seguimiento y en el refuerzo del Sistema Nacional de Información 

Sanitaria para que pueda llevar a cabo sus actividades. Es esencial disponer de datos fiables 

sobre la salud de la población para ayudar a los gobiernos a clasificar los desafíos sanitarios, 
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formular políticas de salud, encauzar los recursos y medir los frutos de sus inversiones. En el 

mismo sentido, se ha elaborado otro plan, la Estrategia Nacional de Salud Reproductiva, 

Materna, Neonatal, Infantil y del Adolescente (2019-2024). 

126. También se está preparando el Plan Nacional de Desarrollo Sanitario III para el 

período 2025-2030. 

 V. Derecho a la educación 

127. Guinea-Bissau se esfuerza desde 2020 por aumentar las tasas de finalización en todos 

los niveles educativos. En promedio, el 27 % de los niños terminan los primeros ciclos de la 

educación básica (el primero y el segundo), el 17 % el último ciclo (el tercero) y solo el 11 % 

finaliza la enseñanza secundaria. El Estado se ha esforzado por aumentar el número de niños 

y adolescentes que completan todos los niveles de la educación básica. 

128. En 2023, el Ministerio de Educación aprobó los aspectos técnicos de la Estrategia 

Nacional para los Niños sin Escolarizar y del Plan de Aplicación Presupuestaria que la 

acompaña. 

129. En 2024 se ultimó el Programa de Aprendizaje Acelerado y se puso en marcha en dos 

regiones (Oio y el Sector Autónomo de Bissau) la fase piloto del Programa de Educación 

Formal Acelerada. 

130. Reforma de los programas de enseñanza básica: se ha ultimado el plan de estudios 

para los cursos 1º a 6º, así como las guías para docentes y los libros de texto de todas las 

asignaturas de los cursos 1º a 4º. En 2024, con la financiación del Banco Mundial, se 

proporcionaron libros de texto para todos los alumnos de los cursos 1º a 4º en cinco regiones 

educativas. 

131. Además, al Estado le consta que es mayor el número de niñas que de niños que no 

completan los distintos niveles educativos de la enseñanza primaria y secundaria. Por 

consiguiente, ha realizado esfuerzos por salvar esa brecha y promover la educación de las 

niñas. El Estado también se ha esforzado por mitigar las diferencias entre zonas de residencia, 

pues es consciente de que es más frecuente que los niños de las zonas rurales no terminen sus 

estudios. Siete de cada diez niños que no han completado el 1er y el 2º ciclo de la educación 

básica viven en las zonas rurales. 

132. La Política Nacional relativa a los Docentes (que fue validada desde el punto de vista 

técnico en 2024, pero que todavía no ha sido aprobada por el Consejo de Ministros) prevé 

medidas destinadas a aumentar el número de docentes que se contratan y asignan a las zonas 

rurales y a incrementar las subvenciones que se otorgan al profesorado de esas zonas. 

133. Asimismo, el Estado trabaja para reducir las diferencias debidas al nivel económico, 

puesto que la mayoría de los niños que no completan sus estudios pertenecen a los quintiles 

de riqueza más bajos. 

134. El país también se ha esforzado por aumentar el número de niños que asisten a centros 

de enseñanza preescolar. En torno a tres cuartas partes (el 73 %) de los niños de Guinea-

Bissau presentan un desarrollo adecuado, de acuerdo con el índice de desarrollo en la primera 

infancia. Entre ellos, los niños que asisten a un centro de educación preescolar aventajan a 

los que no lo hacen, pues el 79 % de ellos presentan un desarrollo adecuado. 

135. En 2023, el 98,3 % del presupuesto ejecutado se destinó al pago de los salarios de los 

docentes. El Ministerio de Educación ha logrado importantes mejoras en la labor para 

detectar y destituir a los docentes ausentes. Durante el curso escolar 2023/24, en el marco de 

esta labor de detección, se excluyó a 1.843 empleados (de un total de, por lo menos, 14.000) 

de la nómina de sueldos. Durante el primer trimestre del curso escolar 2024/25, se detectó y 

destituyó a otros 460 empleados, lo que ha supuesto un importante ahorro para el Tesoro 

Público. 

136. A lo largo de los años, la puntuación obtenida por Guinea-Bissau en el índice de 

educación de las Naciones Unidas ha aumentado ligeramente, pasando de 0,405 en 2017 a 

0,410 en 2018, puntuación que se quedó estancada en 0,414 entre 2019 y 2021. 
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137. A fin de cumplir lo exigido en las recomendaciones relativas a la educación, Guinea-

Bissau ha aprobado el Plan Estratégico Nacional de Educación Inclusiva (2022-2028) y la 

correspondiente Estrategia Nacional de Educación Inclusiva. Asimismo, se ha modificado el 

Estatuto Orgánico del Ministerio de Educación Nacional, Educación Superior e Investigación 

Científica a fin de introducir la Dirección General de Educación para la Inclusión. 

138. Guinea-Bissau, como miembro del Programa de Análisis de los Sistemas Educativos 

de los Países de la Conferencia de Ministros de Educación de los Estados y Gobiernos de la 

Francofonía (PASEC-CONFEMEM), que cuenta con 44 Estados miembros, ha creado un 

equipo técnico nacional para el PASEC encargado de preparar y llevar a cabo las 

evaluaciones para medir el aprendizaje de los alumnos a nivel nacional. En el marco de este 

programa, se evalúa a todos los alumnos, docentes, educadores y cuidadores a fin de 

promover un análisis que sea fiel a la realidad y mejorar los resultados educativos. 

139. El Ministerio Nacional de Educación ha desarrollado el proyecto de Planificación, 

Estadísticas y Sistemas de Información al Servicio del Desarrollo de la Educación en Guinea-

Bissau (2021-2026) (PESIDE), financiado por la Unión Europea (UE) y ejecutado por la 

Fundação Fé e Cooperação (FEC), cuyo objetivo es informatizar las escuelas de Bissau y de 

las regiones del país. 

 W. Derecho a participar en los asuntos públicos y derecho de voto 

(recomendación 119.20) 

140. La Asamblea Nacional Popular ha aprobado la Ley núm. 4/2018, conocida como Ley 

de Participación Paritaria de las Mujeres en la Política y la Toma de Decisiones, que se debe 

aplicar en todas las elecciones que se celebren en el país. En el marco del proceso electoral 

de 2023, el Tribunal Supremo de Justicia analizó las listas de los partidos políticos para 

determinar si cumplían la ley de paridad. Esa fue la primera vez que se examinaron las listas 

electorales. 

141. Según la Encuesta Regional Integrada sobre el Empleo y el Sector Informal de 

2017/20181, la proporción de mujeres en puestos de dirección era del 35 %. 

142. El 4 de junio de 2023, casi 900.000 electores de Guinea-Bissau estaban convocados a 

las urnas para elegir a los 102 nuevos diputados de la Asamblea Nacional Popular. 

143. La coalición entre la Plataforma Alianza Inclusiva y Terra Ranka, liderada por el 

Partido Africano para la Independencia de Guinea y Cabo Verde (PAIGC) e integrada 

también por la Unión para el Cambio, el Partido de Convergencia Democrática, el 

Movimiento Democrático Guineano y el Partido Socialdemócrata, ganó las elecciones 

de 2023 por mayoría absoluta, al conseguir 54 de los 102 escaños, según los resultados 

anunciados por la Comisión Nacional Electoral. 

144. El Movimiento para la Alternancia Democrática obtuvo 29 escaños; el Partido de 

Renovación Social (PRS), 12; el recién llegado Partido de los Trabajadores Guineanos 

(PTG), encabezado por Botche Candé, 6; y Asamblea del Pueblo Unido-Partido Democrático 

de Guinea-Bissau (APU-PDGB), dirigido por el ex Primer Ministro Nuno Gomes Nabiam, 

1 solo escaño, frente a los 5 logrados en las elecciones legislativas de 2019. 

145. Las distintas misiones internacionales de observadores electorales que supervisaron 

el proceso electoral consideraron que los comicios se habían desarrollado de manera pacífica 

y ordenada y que las cifras de participación habían sido buenas. 

 X. Derechos laborales y derecho al trabajo 

146. A fin de sustituir la Ley General del Trabajo, en 2022 el Gobierno de Guinea-Bissau 

promulgó el Código del Trabajo, un instrumento legislativo adaptado a la realidad del país 

que incorpora las disposiciones de los tratados internacionales en materia de trabajo en los 

que el país es parte. Entre otras novedades, el Código del Trabajo regula el teletrabajo, el 

régimen de los estudiantes que trabajan, los contratos de trabajo doméstico, el trabajo 

portuario, el trabajo a bordo de buques y el trabajo de los menores de edad. Asimismo, 
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incluye una sección dedicada al trabajo de las mujeres, en la que se hace referencia a la 

protección de la maternidad. 

147. Por lo que se refiere a los instrumentos jurídicos internacionales, el 9 de junio de 2023 

el país ratificó el Convenio sobre la Libertad Sindical y la Protección del Derecho de 

Sindicación (núm. 87). 

148. El artículo 7 del Código del Trabajo de Guinea-Bissau estipula que “todas las personas 

tienen derecho a trabajar y a escoger libremente una profesión o un tipo de trabajo, salvo por 

los límites legales que impongan las necesidades de reconstrucción nacional o que sean 

inherentes a su propia capacidad”. Asimismo, pone de relieve que la obligación de trabajar 

es indisociable del derecho al trabajo, excepto en el caso de aquellas personas que presenten 

una capacidad reducida por motivos de edad, enfermedad o discapacidad. 

149. El Código del Trabajo se aplica a las relaciones laborales establecidas entre los 

empleadores y los trabajadores que desarrollan sus actividades en el territorio de la República 

de Guinea-Bissau. 

150. Por lo que respecta al trabajo informal, constatamos que las mujeres jóvenes, en 

comparación con los hombres jóvenes, tienen tres veces más probabilidades de trabajar como 

asalariadas en el sector informal que en el formal. En cuanto a los trabajadores informales 

por cuenta propia, observamos que las mujeres tienen 12 veces más probabilidades que los 

hombres de trabajar por cuenta propia en el sector informal que en el formal. El Estado se 

esfuerza por mejorar esta situación. 

151. Este resultado es un reflejo de la realidad del país, en el que la mayoría de las mujeres 

jóvenes, debido a las dificultades para acceder a la educación básica y a otros tipos de 

formación profesional, recurren con más frecuencia al trabajo en pequeñas empresas 

informales, al autoempleo y a la venta ambulante (de productos agrícolas o pesqueros). 

152. Existen diversos programas destinados a reducir la tasa de desempleo en Guinea-

Bissau, tales como: 

 a) El aumento de la financiación que ofrecen los bancos; 

 b) El Plan Nacional de Desarrollo del Gobierno de Guinea-Bissau (2020-2023); 

 c) La Política Nacional sobre la Juventud (2015-2035); 

 d) El Proyecto de Revitalización de la Enseñanza y de la Formación Profesional 

y Técnica para el Empleo (2019-2024), de la Agencia de Desarrollo de Bélgica (ENABEL). 

153. El Código del Trabajo promueve el trabajo, la formación profesional y la mejora de 

las condiciones laborales. 

154. La puesta en funcionamiento del Observatorio de Empleo y Cualificaciones 

Profesionales, cuyo decreto de creación ya ha sido aprobado por el Consejo de Ministros y 

que funcionará bajo la dirección del Ministerio de Administración Pública, Trabajo y 

Modernización del Estado, garantizará una mayor integración de las personas en el mercado 

de trabajo. 

155. El Estado ha elaborado el documento estratégico para el programa de trabajo decente 

por país de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), cuyos principales objetivos son 

promover el trabajo decente como elemento clave de la Estrategia Nacional de Desarrollo y 

dar a conocer ampliamente los instrumentos normativos de la OIT. 

156. Se ha realizado la Encuesta Nacional sobre el Trabajo Infantil, cuyos resultados 

orientarán la labor de formulación del Plan Nacional de Lucha contra el Trabajo Infantil. 

157. Se ha llevado a cabo un análisis nacional de la formación profesional y de la formación 

profesional técnica en colaboración con el Instituto de Formación Técnica y Profesional, 

la OIT y la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 

(UNESCO). El objetivo es encontrar opciones y métodos prácticos para crear una política y 

un sistema de formación profesional, reforzando la capacidad local para analizar las políticas 

y formular un plan estratégico en el ámbito de la formación profesional. 
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 Y. Discriminación y violencia contra la mujer 

158. En 2022 se puso en marcha un proyecto titulado “No tene diritu a um vida sem 

violência” (NDICI INTPA 2022/433-582), cuyo fin es reforzar los mecanismos de protección 

para las víctimas de la violencia de género y promover los derechos de la mujer en Guinea-

Bissau, que ha sido financiado por la UE y ejecutado por Mani Tese, en colaboración con 

la FEC, el Ente Nazionale Giuseppini del Murialdo y la AMIC. El proyecto ha impulsado la 

creación de un espacio de diálogo entre los ministerios, las organizaciones de la sociedad 

civil y los agentes públicos y privados que trabajan en los sectores de referencia, con miras a 

promover la coordinación política para formular y presentar propuestas de ley, fomentar el 

diálogo y ejercer presión sobre las autoridades públicas para que generen cambios duraderos 

en el ámbito de la lucha contra la violencia de género a fin de lograr la igualdad entre hombres 

y mujeres. 

159. Entre 2020 y 2023, el número de casos denunciados y atendidos por las distintas 

instituciones que trabajan para prevenir y combatir la violencia contra la mujer ha sido 

considerablemente bajo. 

160. Según los datos disponibles, entre 2020 y 2023 el número de casos de maltrato físico 

denunciados disminuyó en 14 puntos porcentuales, del 59,8 % al 45,8 %, y el porcentaje de 

denuncias por violencia sexual bajó del 8,5 % al 4,2 %. Los casos de matrimonio forzado, 

violencia doméstica y maltrato psicológico han aumentado en 16,7, 4,2 y 3,5 puntos 

porcentuales, respectivamente. 

Número Tipo de violencia Año 

 

 

2020 

(en porcentaje) 

2023 

(en porcentaje) 

1. Maltrato físico 59,8 45,8 

2. Violencia doméstica 16,7 20,8 

3. Violencia sexual 8,5 4,2 

 Maltrato psicológico 9,0 12,5 

4. Matrimonio forzado 6,0 16,7 

5. Total 100,0 100,0 

 Z. Derechos humanos y pobreza 

161. A fin de combatir la pobreza y garantizar una vida digna a su población, el Estado 

cuenta con un sistema de protección social. Este sistema se rige, en términos generales, por 

la Ley Marco de Protección Social (Ley núm. 4/2007, de 3 de septiembre), cuyo objetivo es 

mitigar los efectos que tiene sobre los trabajadores la reducción de ingresos en caso de 

incapacidad, capacidad disminuida, maternidad o vejez y garantizar la supervivencia de su 

familia en caso de fallecimiento. 

162. Asimismo, tiene por objeto compensar, por lo menos en parte, los costos ligados a 

situaciones familiares de extrema fragilidad o dependencia. 

163. La protección social también tiene como fin garantizar que la población residente 

necesitada se pueda ganar la vida e integrarse en la comunidad, de acuerdo con el desarrollo 

económico del país. 

164. El 27 de junio de 2024 el Consejo de Ministros aprobó el proyecto de decreto relativo 

a la aprobación de la Política Nacional de Protección Social en Guinea-Bissau y el proyecto 

de decreto relativo a la aprobación de la Estrategia de Aplicación de la Política Nacional de 

Protección Social y su correspondiente plan de acción. Con esta política, el Gobierno cumple 

su compromiso de reforzar los mecanismos de protección de la población frente a los riesgos 

que ponen en peligro su derecho a una vida digna, a fin de que los ciudadanos vivan sin miedo 

a experimentar pobreza, hambre o dificultades para acceder a los servicios básicos de salud 

y educación. 
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165. Durante los últimos años, el Ministerio de Salud Pública ha puesto en marcha diversas 

medidas de gratuidad, en particular para la atención de la salud materna e infantil, los 

servicios de prevención, detección y tratamiento del paludismo, la tuberculosis y el VIH/sida 

y el programa ampliado de vacunación, entre otros. 

Notas 

 

 1 Étude sur le secteur informel, INE 2017/2018, Enquête régionale intégrée sur l’emploi et le secteur 

informel (ERI-ESI). 
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